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(Handyside c. Reino Unido), y de 8 de julio de 1986, § 41 
(Lingens c. Austria)]» (STC 278/2005, de 7 de noviembre, 
FJ 5; también, SSTC 148/2001, de 27 de junio, FJ 6; 
151/2004, de 20 de septiembre, FJ 8; 174/2006, de 5 de 
junio; FJ 6).

Más en concreto, el Concejal realizó las manifestacio-
nes en respuesta a la petición de dimisión de la oposición 
por la ausencia del informe técnico del expediente, ausen-
cia que el mismo afirma que conoció en el debate y res-
pecto a la cual la recurrente, autora del informe, nada 
había dicho en la Comisión de Urbanismo. Las afirmacio-
nes que afectaban al honor de la demandante de amparo 
se producen como parte de la explicación del Concejal de 
su propia ajenidad e ignorancia respecto a la ausencia del 
informe del expediente, como interpretación de las razo-
nes que habían llevado a aquélla a no hacer observación 
alguna en la Comisión. Resulta así notorio que la valora-
ción negativa que el civilmente demandado hace de la 
conducta de la recurrente en amparo no estaba desligada 
de su opinión sobre un asunto de interés público; que no 
puede decirse que fuera «innecesaria a la esencialidad de 
su pensamiento» (STC 190/1992, de 16 de noviembre, 
FJ 5), que no guardara «relación con las ideas u opinio-
nes» que se exponían (SSTC 6/2000, de 17 de enero, FJ 5; 
160/2003, de 15 de septiembre, FJ 4; 198/2004, de 15 de 
noviembre, FJ 7), que no «viniera a cuento» o careciera de 
toda «utilidad funcional» (STC 170/1994, de 7 de junio, 
FJ 4), que resultara «impertinente» para expresar la opi-
nión de que se trataba (SSTC 204/2001, de 15 de octubre, 
FJ 5; 174/2006, de 5 de junio, FJ 4).

b) Tampoco cabe afirmar, desde luego, que las 
expresiones vertidas por el Concejal en la exposición de 
su opinión en torno a la falta de un informe técnico en un 
expediente administrativo fueran absolutamente vejato-
rias. Más allá cabe incluso encontrar en el modo de expo-
sición rasgos que atenuaban su posible incidencia en el 
honor de la persona a la que se referían los comentarios, 
como el que no se mencionara su nombre o el que la falta 
de honradez pareciera identificarse sólo con el mero 
silencio en la Comisión. La propia referencia al «tratar de 
ocultar información» no deja de hacerse en términos 
genéricos, y la pretensión de «dar la vuelta al equipo de 
gobierno» –no incluida como lesiva del honor en el resu-
men de los hechos de la demanda– se presenta en térmi-
nos vagamente hipotéticos («lo que lleva a pensar»), 
como una interpretación del comportamiento omisivo de 
la recurrente.

No cabe, en suma, afirmar que las manifestaciones 
que se traen a esta jurisdicción de amparo como vulnera-
doras del derecho fundamental al honor de la recurrente 
constituyan una intromisión ilegítima en el mismo, puesto 
que se vertieron en un debate de interés público y en 
conexión con el mismo y no contenían expresiones for-
malmente injuriosas. Procede por lo tanto la denegación 
del amparo [art. 53 b) LOTC].

FALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucio-

nal, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido
Denegar el amparo solicitado por doña Carmen Dona-

dios Arroyo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a quince de enero de dos mil siete.
María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado Barrio.
Jorge Rodríguez-Zapata Pérez.–Manuel Aragón Reyes.
Pablo Pérez Tremps.–Firmado y rubricado. 

 3151 Sala Primera. Sentencia 10/2007, de 15 de 
enero de 2007. Recurso de amparo 5962-2004. 
Promovido por don José María Suárez García 
frente a las Sentencias de la Sala de lo Penal 
del Tribunal Supremo y de la Audiencia Provin-
cial de Oviedo que le condenaron por delito 
contra la salud pública.

 Supuesta vulneración del derecho a la presun-
ción de inocencia: condena fundada en decla-
raciones sumariales aportadas al juicio oral 
con contradicción aunque retractadas, como 
consta en acta; declaración de coimputado 
corroborada.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta; don Javier Delgado Barrio, don Jorge Rodrí-
guez-Zapata Pérez, don Manuel Aragón Reyes y don Pablo 
Pérez Tremps, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 5962-2004, promovido 
por don José María Suárez García, representado por la 
Procuradora de los Tribunales doña Carmen Jiménez Car-
dona y asistido por el Abogado don Luis Tuero Fernández, 
contra la Sentencia de la Sala de lo Penal del Tribunal 
Supremo de 9 de julio de 2004, resolviendo recurso de 
casación núm. 186-2003, interpuesto contra la Sentencia 
de la Sección Segunda de la Audiencia Provincial de 
Oviedo de 14 de noviembre de 2002, en rollo de Sala 
núm. 21-2002, dimanante del procedimiento abreviado 
núm. 1-2002 del Juzgado de Instrucción núm. 2 de Pola 
de Lena. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido 
Ponente el Magistrado don Manuel Aragón Reyes, quien 
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 4 de 
octubre de 2004, don José María Suárez García, represen-
tado por la Procuradora de los Tribunales doña Carmen 
Jiménez Cardona y defendido por el Abogado don Luis 
Tuero Fernández, interpuso recurso de amparo contra las 
Sentencias citadas en el encabezamiento.

2. Los hechos de los que trae causa la demanda de 
amparo, relevantes para la resolución de este recurso, 
son los que se expresan a continuación:

a) El recurrente en amparo fue condenado (junto a 
otros dos acusados) por Sentencia de la Sección Segunda 
de la Audiencia Provincial de Oviedo de 14 de noviembre 
de 2002, como autor de un delito contra la salud pública, 
con la atenuante de drogadicción, a pena de tres años de 
prisión, accesoria de inhabilitación especial para el dere-
cho de sufragio pasivo, 150 euros de multa y comiso de 
los estupefacientes y dinero intervenidos.

La Sentencia declara probado, en síntesis, que el recu-
rrente y los otros dos acusados se dedicaban al tráfico de 
drogas en Pola de Lena, encargándose el coacusado don 
Benigno Vázquez Gandoy de organizar los viajes para con-
seguir las sustancias estupefacientes y el coacusado don 
Gonzalo Golpe García de distribuir la droga, en tanto que 
el recurrente en amparo, que regenta un bar en dicha 
localidad, financiaba en ocasiones la compra de las sus-
tancias estupefacientes. Se declara asimismo probado, en 
relación con el recurrente, que en el registro de su domi-
cilio se hallaron escondidos tres millones de pesetas 
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debajo de un colchón y en otros lugares de la casa 520.000 
pesetas y 170.000 pesetas, dinero que la Sala considera 
como producto del tráfico ilícito y destinado a financiar 
futuras operaciones, así como varias «chinas» de hachís, 
con un valor de 34,47 euros y algo más de un gramo de 
cocaína, con valor de 60 euros.

La Sentencia viene a fundamentar la condena del 
recurrente en la declaración sumarial del coimputado don 
Gonzalo Golpe García, que se incriminó e incriminó al 
recurrente y al otro acusado, corroborada por ciertos 
aspectos de las escuchas telefónicas (en las que se alude 
a un tal «Chema», que la Sala identifica como el deman-
dante de amparo), las declaraciones testificales de los 
agentes de la Guardia civil intervinientes, así como por la 
cantidad de dinero incautada en el registro del domicilio 
del recurrente, reputándose no creíble la versión ofrecida 
por éste en el sentido de que dicho dinero era producto de 
las ganancias obtenidas por la explotación de su bar, con 
fundamento en la valoración de las conclusiones de la 
prueba pericial contable practicada a instancias del pro-
pio recurrente.

Por otra parte, en la Sentencia se afirma que la decla-
ración incriminatoria del coimputado don Gonzalo Golpe 
en la fase instructora respecto del recurrente en amparo 
fue mantenida en el plenario, si bien tal afirmación es 
errónea, pues de las actuaciones resulta que el referido 
coimputado se retractó en el juicio oral de sus declaracio-
nes sumariales en las que incriminaba al recurrente.

b) Interpuesto por el demandante de amparo 
recurso de casación contra dicha Sentencia, fundado en 
la vulneración de su derecho a la presunción de inocencia 
–así como en otras cuestiones de estricta legalidad, aje-
nas al presente recurso de amparo–, fue estimado en 
parte por Sentencia de 9 de julio de 2004 de la Sala de lo 
Penal del Tribunal Supremo, en el sentido de decretar el 
comiso sólo respecto de las cuatro quintas partes del 
dinero que le fue intervenido al recurrente, por lo que 
casó en este punto la Sentencia impugnada, mante-
niendo el resto de pronunciamientos de la misma. La 
Sala rechaza que se haya producido la vulneración del 
derecho a la presunción de inocencia que denuncia el 
recurrente porque, aunque el coimputado don Gonzalo 
Golpe se retractase en el juicio oral de sus declaraciones 
sumariales en las que incriminaba al recurrente, el Tribu-
nal a quo puede considerar como más convincentes las 
declaraciones sumariales, valorando las mismas como 
prueba de cargo.

3. El demandante de amparo alega que las Senten-
cias impugnadas han vulnerado su derecho a la presun-
ción de inocencia (art. 24.2 CE), en relación con el dere-
cho a un proceso con todas las garantías (art. 24.2 CE), 
porque considera que la condena por el delito de tráfico 
de estupefacientes no se sustenta en prueba de cargo 
válida y suficiente. Aduce que ha negado en todo 
momento su relación con los hechos delictivos impu-
tados y que, frente a lo que erróneamente se afirma en la 
Sentencia de instancia, el coimputado don Gonzalo 
Golpe sólo le incriminó en la fase sumarial, retractándose 
luego en el juicio oral, donde negó que el recurrente 
tuviese nada ver con los hechos que se enjuiciaban. Par-
tiendo de esta premisa, razona que no se puede dar 
mayor validez a las declaraciones sumariales que a la 
retractación en el juicio oral, pues para ello sería necesa-
rio, conforme a reiterada doctrina constitucional, que 
esas declaraciones sumariales fueran introducidas en el 
juicio oral como prueba documental preconstituida con 
plenas garantías de contradicción y defensa, es decir, ya 
sea mediante la lectura pública del acta en que se docu-
mentaron, ya sea introduciendo su contenido a través de 
los interrogatorios (arts. 714 y 730 LECrim), no siendo 
válida la fórmula de dar «por reproducidas» las actuacio-
nes sumariales, que es lo que ha sucedido en el presente 

caso, como puede comprobarse con la lectura del acta 
del juicio oral. Continúa señalando que no es cierto que 
las declaraciones sumariales de don Gonzalo Golpe se 
vieran corroboradas en cuanto al recurrente por las escu-
chas telefónicas (al margen de que no fueron válida-
mente introducidas como prueba en el plenario), que en 
modo alguno le incriminan en cuanto a que prestase 
dinero alguno a los coacusados, ni tampoco por las 
declaraciones testificales de los agentes de la Guardia 
civil intervinientes, pues ninguno de ellos ha dado dato 
alguno relevante sobre la intervención del recurrente: 
uno de los agentes se limitó a decir que ha escuchado las 
cintas y que sobre la base de las mismas cree que el recu-
rrente prestó dinero a don Gonzalo Golpe, pero que no se 
ha podido averiguar si existió entrega de dinero y los 
otros dos agentes simplemente relataron cómo encon-
traron el dinero en el registro del domicilio del recurrente. 
Y en cuanto al dinero incautado en dicho registro, aduce 
que tampoco constituye indicio que corrobore las decla-
raciones sumariales del coimputado, pues el recurrente 
siempre mantuvo que ese dinero era fruto de las ganan-
cias obtenidas en la explotación del bar que regenta en 
régimen de alquiler y que lo tenía guardado en su domi-
cilio para dar una señal para comprar dicho bar, finan-
ciando el resto del precio con un préstamo hipotecario 
que tenía concedido. En cuanto a que el dinero proviniera 
de las ganancias del bar, se practicó prueba pericial de 
donde resultaba que obtenía unos 6 millones de pesetas 
de ingresos anuales. Y en cuanto a la señal para la com-
pra del bar, testificaron el representante de los dueños 
del local, que confirmó la existencia de negociaciones 
para la venta por 14 millones, con una señal de 3 millo-
nes, y el director de una agencia bancaria de Pola de 
Lena, que confirmó que había solicitado un préstamo 
hipotecario para la compra del bar y que se dio el visto 
bueno a la operación.

4. Por providencia de 1 de julio de 2005, la Sección 
Primera de este Tribunal acordó admitir a trámite la 
demanda de amparo y, a tenor de lo dispuesto en el art. 51 
LOTC, requerir a la Sección Segunda de la Audiencia Pro-
vincial de Oviedo y a la Sala de lo Penal del Tribunal 
Supremo para que en el plazo de diez días remitiesen, res-
pectivamente, testimonio del rollo de Sala núm. 21-2002 y 
del recurso de casación núm. 186-2003, interesándose 
asimismo el emplazamiento de quienes fueron parte para 
que, en el plazo de diez días, pudiesen comparecer en el 
presente proceso constitucional. Asimismo se acordó for-
mar pieza separada de suspensión, conforme a lo solici-
tado por el demandante, quien finalmente desistió de su 
solicitud de suspensión de ejecución de la condena 
impuesta, dictándose el ATC 365/2005, de 13 de octubre, 
por el que acordó aceptar dicho desistimiento, continuán-
dose la tramitación del recurso de amparo.

5. Por diligencia de ordenación de la Secretaría de 
Justicia de la Sección Primera de este Tribunal de 11 de 
julio de 2005 se tuvieron por recibidos los testimonios de 
actuaciones y, asimismo, se acordó, conforme a lo dis-
puesto en el art. 52 LOTC, dar vista de las actuaciones por 
un plazo común de veinte días al Ministerio Fiscal y a la 
Procuradora del demandante de amparo, para que dentro 
de dicho plazo presentasen las alegaciones que a su dere-
cho conviniesen.

6. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 20 
de julio de 2005 el recurrente en amparo manifestó que 
daba por reproducidas las alegaciones expuestas en la 
demanda de amparo.

7. El Ministerio Fiscal presentó su escrito de alega-
ciones el 19 de septiembre de 2005, interesando que se 
dicte Sentencia otorgando el amparo solicitado. Consi-
dera el Ministerio Fiscal que las Sentencias impugnadas 
han lesionado el derecho a la presunción de inocencia 
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(art. 24.2 CE) del recurrente, pues su condena se sustenta 
exclusivamente en las declaraciones incriminatorias pres-
tadas en la fase instructora por otro coimputado (que 
luego se retractó de las mismas en el juicio oral), declara-
ciones que no fueron válidamente introducidas en el jui-
cio oral (pues se dieron simplemente por reproducidas), y 
que además ni siquiera resultan corroboradas por otras 
pruebas, toda vez que, en cuanto a las escuchas telefóni-
cas, independientemente de su contenido, no fueron 
introducidas en el plenario en forma debida (ni mediante 
su audición ni, en su caso, mediante la lectura de las 
correspondientes transcripciones); y en cuanto al dinero 
intervenido en el domicilio del recurrente, presumir su 
origen y destino ilícito resulta una inferencia excesiva-
mente abierta. Por todo ello, el Ministerio Fiscal interesa 
la estimación del presente recurso de amparo, por vulne-
ración del derecho a la presunción de inocencia del recu-
rrente, procediendo que se declare la nulidad de las Sen-
tencias impugnadas.

8. Por providencia de 14 de diciembre de 2006 se 
acordó señalar para deliberación y votación de la pre-
sente Sentencia el día 18 del mismo mes y año, en que 
comenzó habiendo terminado en el día de hoy.

II. Fundamentos jurídicos

1. Como ha quedado expuesto en el relato de ante-
cedentes, el recurrente considera que las Sentencias 
impugnadas en amparo, dictadas por la Sección Segunda 
de la Audiencia Provincial de Oviedo en el rollo de Sala 
núm. 21-2002 y por la Sala de lo Penal del Tribunal 
Supremo en el recurso de casación núm. 186-2003, vul-
neraron su derecho fundamental a la presunción de ino-
cencia (art. 24.2 CE), al haberle condenado como autor de 
un delito contra la salud pública sin pruebas de cargo 
válidas y suficientes, pues la condena se fundamenta en 
las declaraciones incriminatorias prestadas en la fase 
instructora por otro coimputado (luego retractadas en el 
juicio oral), que no fueron válidamente introducidas en el 
juicio oral, y que además no resultaron corroboradas por 
otras pruebas. El Ministerio Fiscal apoya la pretensión 
del recurrente, interesando a su vez el otorgamiento del 
amparo.

2. Desde la STC 31/1981, de 28 de julio, FJ 3, este Tri-
bunal tiene declarado que para poder desvirtuar la presun-
ción de inocencia es preciso una mínima actividad proba-
toria, producida con las garantías procesales, que pueda 
entenderse de cargo y de la que deducir, por tanto, la cul-
pabilidad del procesado. En el mismo orden de considera-
ciones hay que recordar que también constituye doctrina 
constitucional reiterada la afirmación de que sólo pueden 
considerarse verdaderas pruebas aptas para desvirtuar el 
derecho a la presunción de inocencia y fundar la declara-
ción de culpabilidad las practicadas en el acto del juicio 
que se desarrolla ante el Juez o Tribunal que ha de dictar 
Sentencia, de modo oral, contradictorio y con inmediación, 
de suerte que la convicción del juzgador sobre los hechos 
enjuiciados se alcance en contacto directo con los medios 
de prueba aportados por las partes (SSTC 217/1989, de 21 
de diciembre, FJ 2; 161/1990, de 19 de octubre, FJ 2; 
303/1993, de 25 de octubre, FJ 3; 200/1996, de 3 de diciem-
bre, FJ 2; 40/1997, de 27 de febrero, FJ 2; 2/2002, de 14 de 
enero, FJ 6, y 12/2002, de 28 de enero, FJ 4).

No obstante, desde la STC 80/1986, de 17 de junio, 
FJ 1, nuestra jurisprudencia ha reconocido también expre-
samente que dicha regla general admite excepciones, en 
las que se considera que es conforme a la Constitución 
integrar en la valoración probatoria el resultado de las 
diligencias practicadas en la instrucción de la causa si 
éstas se someten a determinadas exigencias. Así, en par-
ticular, la valoración como prueba de cargo preconstituida 
de las declaraciones prestadas en fase sumarial por un 

coimputado, luego retractadas en el juicio oral, se condi-
ciona al cumplimiento del requisito formal de introduc-
ción del contenido de la declaración sumarial a través de 
la lectura del acta en que se documenta o a través de los 
interrogatorios, conforme a los arts. 714 y 730 de la Ley de 
enjuiciamiento criminal (LECrim), lo que posibilita que su 
contenido acceda al debate procesal y se someta a contra-
dicción en el juicio oral ante el Juez o Tribunal sentencia-
dor que puede dar credibilidad a uno u otro testimonio y 
fundar sobre él la condena (SSTC 137/1988, de 7 de julio, 
FJ 3; 98/1990, de 24 de mayo, FJ 2; 115/1998, de 1 de junio, 
FJ 5; 14/2001, de 26 de enero, FJ 7; 174/2001, de 26 de julio, 
FJ 7; 57/2002, de 11 de marzo, FJ 3; 155/2002, de 22 de 
julio, FJ 10; 25/2003, de 10 de febrero, FJ 3, y 280/2005, 
de 7 de noviembre, FJ 2, entre otras muchas).

3. Por otra parte, en relación con la suficiencia de las 
declaraciones de los coimputados para enervar la pre-
sunción de inocencia, constituye asimismo doctrina rei-
terada de este Tribunal que carecen de consistencia plena 
como prueba de cargo cuando, siendo únicas, no resul-
tan mínimamente corroboradas por otras pruebas. La 
exigencia de corroboración se concreta en dos ideas: por 
una parte, que no ha de ser plena, sino mínima y, por 
otra, que no cabe establecer qué ha de entenderse por 
corroboración en términos generales, más allá de que la 
veracidad objetiva de la declaración del coimputado ha 
de estar avalada por algún hecho, dato o circunstancia 
externa, debiendo dejar al análisis caso por caso la deter-
minación de si dicha mínima corroboración se ha produ-
cido o no. Se añade a lo anterior que la corroboración 
mínima resulta exigible no en cualquier punto, sino en 
relación con la participación del recurrente en los hechos 
punibles que el órgano judicial considera probados (por 
todas, SSTC 153/1997, de 29 de septiembre, FJ 3; 72/2001, 
de 26 de marzo, FJ 4; 181/2002, de 14 de octubre, FJ 3, 
233/2002, de 10 de febrero, FJ 3; 190/2003, de 27 de octu-
bre, FJ 5; 118/2004, de 12 de julio, FJ 2; 147/2004, de 13 de 
septiembre, FJ 2; 312/2005, de 12 de diciembre, FJ 1, 
y 1/2006, de 16 de enero, FJ 6, y Sentencia del Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos de 25 de febrero de 1993, 
caso Funke c. Francia).

Estas ideas han de ser puestas en relación con la 
imposibilidad de este Tribunal de revisar la valoración de 
los diferentes elementos probatorios en que los Tribuna-
les penales basan su convicción, lo que constituye una 
función exclusiva de los órganos judiciales, en atención a 
lo dispuesto en el art. 117.3 CE. Circunstancia que resulta 
fundamentada, además, tanto por la prohibición legal de 
que el Tribunal Constitucional entre a valorar los hechos 
del proceso [art. 44.1 b) LOTC], como por la imposibilidad 
material de que los procesos constitucionales puedan 
contar con las garantías de oralidad, inmediación y con-
tradicción que deben rodear a la valoración probatoria 
(por todas, STC 125/2002, de 20 de mayo, FJ 2).

4. Partiendo de la doctrina expuesta, debemos exa-
minar si en el presente supuesto ha sido vulnerado el 
derecho a la presunción de inocencia (art. 24.2 CE) del 
demandante de amparo, teniendo en cuenta que, según 
se desprende de las actuaciones y de la fundamentación 
jurídica de la Sentencia de la Audiencia Provincial de 
Oviedo (confirmada por la Sentencia de casación), la 
declaración del coimputado don Gonzalo Golpe García 
incriminando al recurrente en amparo ha sido la principal 
prueba de cargo tomada en consideración para conde-
narle, apoyándose la Audiencia Provincial de Oviedo en el 
criterio –ratificado por el Tribunal Supremo– de la credibi-
lidad que tal declaración le ha merecido, junto a la valora-
ción de una serie de indicios que se señalan en la Senten-
cia condenatoria.

Pues bien, en primer lugar debe advertirse que de la 
lectura del acta del juicio oral resulta que, frente a lo que 
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erróneamente se afirma en este punto en la Sentencia 
condenatoria, la declaración efectuada en la fase sumarial 
por el coimputado don Gonzalo Golpe, en la que incrimi-
naba al recurrente en amparo, no fue mantenida en el 
juicio oral, pues dicho coimputado se retractó expresa-
mente, negando que el recurrente tuviese relación alguna 
con los hechos enjuiciados. Así lo reconoce, por su parte, 
la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo en la Sentencia 
de casación, que sin embargo descarta la vulneración del 
derecho a la presunción de inocencia porque, aunque el 
coimputado se retractase en el juicio oral de sus declara-
ciones sumariales en las que incriminaba al recurrente, de 
conformidad con el art. 714 LECrim el Tribunal a quo 
puede elegir entre tales declaraciones contradictorias las 
que considere como más convincentes.

Por otro lado –y en contra de lo que sostienen el 
demandante de amparo y el Ministerio Fiscal– esas decla-
raciones sumariales del coimputado don Gonzalo Golpe 
deben entenderse introducidas con contradicción en el 
juicio oral, toda vez que, pese a que se empleó la fórmula 
forense de darlas «por reproducidas», rechazada por este 
Tribunal, aun cuando exista consentimiento del acusado 
(por todas, SSTC 153/1997, de 29 de septiembre, FJ 5; 
49/1998, de 2 de marzo, FJ 4; 86/1999, de 10 de mayo, FJ 3, 
y 280/2005, de 7 de noviembre, FJ 3), de la lectura del acta 
se desprende que tanto el Ministerio Fiscal como las 
defensas pudieron interrogar al coimputado don Gonzalo 
Golpe y lo hicieron sobre el contenido de sus declaracio-
nes en la fase instructora, por lo que en este punto se 
cumplen las exigencias constitucionales de inmediación, 
publicidad y contradicción, de suerte que el contenido de 
las declaraciones sumariales del coimputado fue válida-
mente introducido en el plenario a través de los interroga-
torios, de conformidad con el art. 713 LECrim.

En consecuencia, esa declaración incriminatoria pres-
tada por dicho coimputado en la fase instructora, de la 
que luego se retractó en el plenario, puede ser valorada 
como prueba de cargo susceptible de enervar válida-
mente la presunción de inocencia, siempre y cuando 
resulte, conforme a la doctrina constitucional referen-
ciada, que tal declaración sumarial se encuentre 
mínimamente corroborada, es decir, que existan otros 
datos o circunstancias externos a la declaración incrimi-
natoria del coimputado que avalen de manera genérica la 
veracidad de ese testimonio.

5. Del relato de hechos probados y de la fundamen-
tación jurídica de la Sentencia de la Audiencia Provincial 
de Oviedo resulta que la condena del recurrente como 
autor de un delito contra la salud pública lo ha sido por 
financiar, al menos de forma esporádica, las operaciones 
de compra de sustancias estupefacientes que realizaban 
los otros dos acusados, don Benigno Vázquez y don Gon-
zalo Golpe, para su posterior distribución a los consumi-
dores de esas sustancias.

La convicción de la Audiencia Provincial sobre la auto-
ría del recurrente descansa esencialmente en las declara-
ciones sumariales del coimputado don Gonzalo Golpe en 
las que incriminaba al recurrente (aunque luego se retrac-
tase en el juicio oral de tal imputación), declaraciones 
sumariales que la Audiencia considera creíbles, no inspi-
radas por móvil espurio alguno y corroboradas por otras 
pruebas o circunstancias externas a las mismas: ciertos 
aspectos de las escuchas telefónicas (en las que se alude 
a un tal «Chema», que la Sala identifica como el deman-
dante de amparo), las declaraciones testificales de los 
agentes de la Guardia civil intervinientes, así como la can-
tidad de dinero incautada en el registro del domicilio del 
recurrente, reputándose no creíble la versión ofrecida por 
éste en el sentido de que dicho dinero era producto de las 
ganancias obtenidas por la explotación de su bar, con 
fundamento en las conclusiones de la prueba pericial con-
table practicada al respecto.

Por lo que se refiere a las grabaciones de las conver-
saciones telefónicas, la Sentencia de la Audiencia Provin-
cial (fundamento jurídico 2) señala que la declaración 
incriminatoria del coimputado don Gonzalo Golpe es 
coincidente con el contenido de las escuchas telefónicas 
realizadas durante la instrucción, en referencia a que 
aquél y el también coimputado don Benigno Vázquez 
hablan de pedir ciertas cantidades de dinero para finan-
ciar operaciones de compra de drogas a un tal «Chema», 
hipocorístico de «José María», que es el nombre del recu-
rrente en amparo.

Por otra parte, aunque el recurrente en amparo y el 
Ministerio Fiscal sostienen que las escuchas telefónicas 
no fueron introducidas como prueba en el plenario en 
forma debida, ya que ni se solicitó su audición por nin-
guna de las partes ni tampoco la lectura de las corres-
pondientes transcripciones que de las mismas se hubiera 
efectuado bajo la fe pública del Secretario Judicial, sino 
que se empleó la fórmula forense de dar las pruebas 
documentales «por reproducidas», es lo cierto que, 
como se razona en la Sentencia de casación, el conte-
nido de las conversaciones telefónicas intervenidas fue 
introducido en el juicio oral a través de las declaraciones 
testificales de los agentes de la Guardia civil que intervi-
nieron en la investigación de los hechos enjuiciados y 
concretamente en la práctica de las escuchas autoriza-
das judicialmente.

Así pues, debe concluirse que el contenido de las escu-
chas telefónicas fue válidamente introducido como prueba 
de cargo en el plenario mediante el interrogatorio a los 
agentes de la Guardia civil que depusieron como testigos, 
respetándose así las garantías de contradicción e inmedia-
ción, como exige nuestra doctrina (SSTC 80/1986, de 17 de 
junio, FJ 1; 40/1997, de 27 de febrero, FJ 2; 75/2000, de 27 
de marzo, FJ 4; 122/2000, de 16 de mayo, FJ 4; 80/2003, 
de 28 de abril, FJ 5; y 280/2005, de 7 de noviembre, FJ 2, 
por todas), de modo que la Audiencia ha podido valorar 
lícitamente el contenido de las escuchas telefónicas como 
elemento probatorio de corroboración de la declaración 
incriminatoria sumarial del coimputado don Gonzalo Golpe.

La Audiencia Provincial se refiere también en su Sen-
tencia condenatoria como dato que corrobora la declara-
ción incriminatoria del coimputado, según ha quedado 
apuntado, a las declaraciones testificales prestadas en el 
juicio oral por los agentes de la Guardia civil que intervi-
nieron en la investigación que condujo a la detención del 
recurrente en amparo y de los otros imputados, en rela-
ción con las sospechas de que el recurrente estuviera 
dando apoyo financiero a los otros acusados para sus 
operaciones ilícitas de tráfico de estupefacientes.

Finalmente, la Audiencia Provincial, tras descartar el 
valor incriminatorio de la pequeña cantidad de sustan-
cias estupefacientes encontradas en el registro del domi-
cilio del recurrente (sin duda por entender que, dada la 
condición de toxicómano del recurrente, la escasa canti-
dad de droga hallada tenía como destino el consumo 
propio y no su tráfico), señala como último indicio corro-
borador de la responsabilidad del recurrente en los 
hechos por los que se le condena el dinero incautado en 
el referido registro domiciliario. Al respecto el recurrente 
ofreció una explicación sobre el origen y destino del 
dinero hallado en su domicilio (que se trataba de dinero 
ahorrado proveniente de las ganancias del bar que 
regenta el recurrente en un local alquilado, destinado a 
entregar la señal pactada para la compra de dicho local), 
que fue valorada por la Audiencia Provincial como con-
traindicio o elemento de corroboración de los indicios a 
partir de los cuales inferir la culpabilidad o de corrobora-
ción de las declaraciones del coimputado (por todas, 
SSTC 220/1998, de 16 de noviembre, FJ 6; 155/2002, de 22 
de julio, FJ 15; 135/2003, de 30 de junio, FJ 3; 147/2004, 
de 13 de septiembre, FJ 6, y 55/2005, de 14 de marzo, 
FJ 5), teniendo en cuenta las conclusiones de la prueba 
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pericial contable practicada a instancias del propio recu-
rrente sobre el cálculo estimado de beneficios que podría 
rendir anualmente la explotación del bar.

6. En suma, aunque la condena del recurrente se haya 
basado en la declaración incriminatoria de un coimputado 
en la fase instructora, al haber sido dicha declaración váli-
damente introducida como prueba en el juicio oral y contar 
con una corroboración mínima, que la Sentencia condena-
toria hace explícita, ha de concluirse que tiene aptitud sufi-
ciente para ser considerada prueba de cargo y, por tanto, 
para enervar la presunción de inocencia.

Ello determina la desestimación de la queja del recu-
rrente, teniendo en cuenta la reiterada doctrina de este Tri-
bunal relativa a su falta de competencia «para la valoración 
de la actividad probatoria practicada en un proceso penal y 
para la evaluación de dicha valoración conforme a criterios 
de calidad o de oportunidad … pues son los órganos judi-
ciales los únicos que tienen un conocimiento preciso y 
completo, y adquirido con suficientes garantías, del deve-
nir y del contenido de la actividad probatoria; contenido 
que incluye factores derivados de la inmediación que son 
difícilmente explicitables y, por ello, difícilmente accesibles 
a este Tribunal» (SSTC 189/1998, de 28 de septiembre, FJ 3; 
145/2005, de 6 de junio, FJ 5; y 262/2006, de 11 de septiem-
bre, FJ 2), al que sólo le corresponde examinar «la capaci-
dad de las pruebas practicadas para generar en los juzga-
dores, más allá de toda duda razonable, la convicción 
sobre la concurrencia de los elementos del delito» (STC 
268/2000, de 27 de noviembre, FJ 9). Siendo así que, con-
forme ha quedado expuesto, desde este canon de control 
externo de la razonabilidad que une las pruebas y el relato 
de hechos probados ninguna tacha merecen las Sentencias 
impugnadas.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucio-
nal, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por don José María Suá-
rez García.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a quince de enero de dos mil siete.
María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado Barrio.
Jorge Rodríguez-Zapata Pérez.–Manuel Aragón Reyes.
Pablo Pérez Tremps.–Firmado y rubricado. 

 3152 Sala Primera. Sentencia 11/2007, de 15 de enero 
de 2007. Recurso de amparo 1725-2005. Pro-
movido por don Ramón Ángel García Montoya 
frente a la Sentencia de la Audiencia Provincial 
de Madrid que, en grado de apelación, le con-
denó por un delito de lesiones.

 Vulneración de los derechos a un proceso con 
garantías y a la presunción de inocencia: inci-
dente de nulidad de actuaciones; condena 
pronunciada en apelación sin haber celebrado 
vista pública (STC 167/2002).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta 
por doña María Emilia Casas Baamonde, Presidenta, don 
Javier Delgado Barrio, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, 
don Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, 
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1725-2005 promovido 
por don Ramón Ángel García Montoya, representado por 
la Procuradora de los Tribunales doña Beatriz Calvillo 
Rodríguez y asistido por el Abogado don Ignacio Ganso 
Herranz contra la Sentencia núm. 174/2005 de 18 de 
febrero de 2005 de la Sección Decimoséptima de la 
Audiencia Provincial de Madrid (rollo de apelación 
núm. 499-2004). Han intervenido doña María del Carmen 
Martínez Rodríguez, representada por el Procurador de 
los Tribunales don Javier Huidobro Sánchez Toscano y 
asistida por la Letrada doña Catalina Vizcaíno Restrepo, y 
el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don 
Javier Delgado Barrio, quien expresa el parecer de la 
Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 29 de julio 
de 2005, la Procuradora de los Tribunales, doña Beatriz 
Calvillo Rodríguez, en nombre y representación de don 
Ramón Ángel García Montoya, interpuso recurso de 
amparo contra la Sentencia de 18 de febrero de 2005 de la 
Sección Decimoséptima de la Audiencia Provincial de 
Madrid que, estimando parcialmente el recuso de apela-
ción interpuesto contra la Sentencia absolutoria del Juz-
gado de lo Penal núm. 27 de Madrid, condenó al deman-
dante como autor de un delito de lesiones a las penas de 
tres meses de prisión, con su accesoria de inhabilitación 
para el ejercicio del derecho de sufragio pasivo durante el 
tiempo de la condena, y privación del derecho a la tenen-
cia y porte de armas durante tres años con prohibición de 
aproximarse, en un radio de quinientos metros, a la víc-
tima, a la madre y a la hermana de ésta (fuera de los 
periodos fijados para la visita), al lugar en que residan, 
trabajen o estudien y la de comunicar con ellos durante el 
plazo de dos años, así como a indemnizar a la víctima en 
determinada cantidad y al pago de las costas procesales 
de la primera instancia.

2. Los hechos de los que deriva la presente demanda 
de amparo son, en síntesis, los siguientes:

a) La Sentencia del Juzgado de lo Penal núm. 27 de 
Madrid de 22 de octubre de 2004 consideró probado que 
don Ramón García Montoya, cuando se encontraba en el 
domicilio de unos familiares, mantuvo «una discusión 
con su hijo C.G.M. de diez años de edad, al que llamó chi-
vato, tras lo cual C. se tiró al suelo».

En esta Sentencia se apreció que lo declarado por el 
acusado, que negó que el día de los hechos golpeara a su 
hijo, y las declaraciones de los testigos que presenciaron 
la discusión, que manifestaron que aunque el acusado 
mantuvo una discusión con su hijo no llegó a agredirlo, 
impedían entender acreditado que don Ramón Ángel Gar-
cía Montoya hubiera cometido el delito de malos tratos 
previsto en el art. 153.2 CP. El Juzgado, así, llegó a un pro-
nunciamiento absolutorio «por no existir prueba de cargo 
suficiente» que permitiera desvirtuar la presunción de 
inocencia.

b) Contra esta Sentencia la acusación particular 
interpuso recurso de apelación. Se dio traslado del 
mismo a las otras partes personadas con el fin de que 
pudieran formular alegaciones. La Sala, tras examinar las 
actuaciones remitidas, estimó precisa la celebración de 
vista con el fin de que el acusado absuelto en primera 
instancia pudiera alegar lo que estimara conveniente en 
relación con el recurso de apelación interpuesto. Una vez 
celebrado este acto, la Sección Decimoséptima de la 
Audiencia Provincial condenó al ahora recurrente como 


